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San Juan de Pasto, enero de 2022. 
 
 
Señor: 
JUEZ DE PASTO (R). 
Ciudad 
 
 
REFERENCIA:  ACCIÓN DE TUTELA 
ACCIONANTE: SANDRA MILENA CASTRO ACOSTA 
ACCIONADAS:             COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL Y OTROS 
                                    
 
SANDRA MILENA CASTRO ACOSTA mayor de edad, identificada con Cédula de Ciudadanía No 
27456505 expedida en Santacruz (Guachavés) (N), actuando en nombre propio, con el debido 
respeto acudo ante Ud. para Interponer la presente ACCIÓN DE TUTELA, de conformidad con el 
Art. 86 de la Constitución Política y el Decreto 2591 de 1991, en contra de COMISIÓN NACIONAL 
DEL SERVICIO CIVIL; GOBERNACION DE NARIÑO y LA UNIVERSIDAD LIBRE DE 
COLOMBIA en procura de la protección de sus derechos fundamentales a la salud, a la igualdad, 

a la vida en condiciones dignas, de acuerdo a los siguientes hechos: 
 

HECHOS 
 
PRIMERO: el 20 de septiembre del año 2021 me inscribí a través del aplicativo denominado 
Sistema de Apoyo para la Igualdad, el Mérito y la Oportunidad (SIMO) administrado por la 
Comisión Nacional del Servicio Civil (https://simo.cnsc.gov.co) para el cargo de SECRETARIO; 
OPEC No. 160272 dentro de la convocatoria Territorial Nariño 2020. 
 
Requisitos del cargo: Estudio: Diploma Bachiller Curso básico de Informática y actualización en 
normas ICONTEC y OFIMATICA. Experiencia: Tres (3) años de experiencia relacionada. 
 
SEGUNDO: aporté todos los documentos de formación académica que soportan mi hoja de vida, 
como se señala a continuación: 
 

 Tecnólogo en producción de multimedia 

 Desarrollo de habilidades digitales para la gestión de la información 

 Atención y servicio al cliente 

 Manejo intermedio de la herramienta de hojas de cálculo Excel 

 Modelo Integrado de Planeación y Gestión 

 Técnico Laboral por Competencias en Mantenimiento Red – Informática 

 Seminario de Administración y soporte de redes de cómputo y software de nivel IV 

 Diplomado de Finanzas Personales 

 Manejo Herramientas Microsoft office 2010 

 Auxiliar Higiene Oral 

 Auxiliar de Consultorio Odontológico 

 Bachiller Académico 
 
TERCERO: una vez revisado los resultados en la plataforma SIMO se evidencia que en mi caso el 
resultado fue NO ADMITIDO, con la observación ―El aspirante Cumple con el Requisito Mínimo de 
Experiencia, sin embargo, NO cumple el Requisito Mínimo de Educación, por lo tanto, NO continua 
dentro del proceso de selección.‖ 
 
CUARTO: al momento de realizar la verificación de requisitos mínimos, la universidad libre no tuvo 

en cuenta el comunicado publicado por la Comisión Nacional de Servicio Civil en su página oficial 
el 9 de septiembre de 2021, donde se expone ―La CNSC informa a las personas que se inscriban 
en la Convocatoria Territorial Nariño, que en la etapa de Verificación de Requisitos Mínimos, 
cuando se identifiquen situaciones en las que el Manual Específico de Funciones y 
Competencias Laborales de las entidades participantes excedan los requisitos de Ley, se 
dará aplicación a la norma superior, en cumplimiento del parágrafo No. 1 del artículo 8º de los 
Acuerdos de Convocatoria que establece lo siguiente: PARÁGRAFO 1. La OPEC que forma parte 
integral del presente Acuerdo fue registrada en SIMO y certificada por la entidad y es de su 
responsabilidad exclusiva, así como el MEFCL que dicha entidad envío a la CNSC, con base en el 
cual se realiza este proceso de selección, según los detalles expuestos en la parte considerativa 
de este Acuerdo. Las consecuencias derivadas de la inexactitud, inconsistencia, no 
correspondencia con las normas que apliquen, equivocación, omisión y/o falsedad de la 
información del MEFCL y/o de la OPEC reportada por la aludida entidad, así como de las 
modificaciones que realice a esta información una vez iniciada la Etapa de Inscripciones, serán de 
su exclusiva responsabilidad, por lo que la CNSC queda exenta de cualquier clase de 

https://simo.cnsc.gov.co/
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responsabilidad frente a terceros por tal información. En caso de existir diferencias entre la OPEC 
registrada en SIMO por la entidad y el referido MEFCL, prevalecerá este último. Así mismo, en 
caso de presentarse diferencias entre dicho MEFCL y la ley, prevalecerán las disposiciones 
contenidas en la norma superior‖. 
 

El Decreto Ley 785 de 2005 por el cual se establece el sistema de nomenclatura y clasificación y 
de funciones y requisitos generales de los empleos de las entidades territoriales que se regulan 
por las disposiciones de la Ley 909 de 2004, Articulo 13 Numerales 13.2.5.1. y 13.2.5.2. establece 
que el requisito máximo para el nivel asistencial  es ―…Diploma de bachiller en cualquier 

modalidad y experiencia‖. 
 
QUINTO: el cargo de SECRETARIO no es un cargo que requiera estudios adicionales para 
garantizar el buen desempeño del mismo, de hecho si se revisa históricamente la plataforma 
SIMO, ninguna convocatoria exige requisitos adicionales a bachiller para dicho cargo. Esto se 
evidencia en las siguientes convocatorias (entre otras), en donde ninguna sobrepasa el máximo 
ordenado por la Ley: 
 

 CONVOCATORIA 1429 de 2020 CONCURSO MODALIDAD ABIERTO- MINISTERIO DE 
TRANSPORTE 

 
Requisitos 
 Estudio: Aprobación de cinco (5) años de educación básica secundaria. 
 Experiencia: No requiere 
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 CONVOCATORIA 428 de 2016 Convocatoria No. 428 de 2016 - Instituto Nacional de 
Salud 

Requisitos 
 Estudio: Aprobación de tres (3) años de educación básica secundaria. 
 Experiencia: Sin experiencia. 
 Alternativa de estudio: NO APLICA 
 Alternativa de experiencia: 
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 CONVOCATORIA 428 de 2016 Convocatoria No. 428 de 2016 - U.A.E. Contaduría 
General de la Nación 

Requisitos 
 Estudio: Aprobación de Cuatro (4) años de educación básica secundaria. 
 Experiencia: No requiere 
 Alternativa de estudio: Diploma de bachiller en cualquier modalidad, por aprobación de cuatro (4) 
años de educación básica secundaria y un (1) año de experiencia laboral y viceversa. 
 Alternativa de experiencia: No requiere 
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 CONVOCATORIA 1352 de 2019 CUNDINAMARCA - ALCALDIA DE RICAURTE 
Requisitos 
 Estudio: Diploma bachiller en cualquier modalidad 
 Experiencia: Treinta (30) meses de experiencia relacionada 
 Alternativa de estudio: Diploma bachiller en cualquier modalidad 
 Alternativa de experiencia: Treinta y seis (36) meses de experiencia laboral. 
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 CONVOCATORIA 1427 de 2020 CONCURSO MODALIDAD ABIERTO- 
DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA 

 
Requisitos 
 Estudio: Diploma de Bachiller 
 Experiencia: veinte (20) meses de experiencia laboral 
 Alternativa de estudio: Aprobación de cuatro (4) años de educación básica secundaria 
 Alternativa de experiencia: Treinta y dos (32) meses de experiencia laboral 
 Equivalencia de estudio: Diploma de bachiller en cualquier modalidad, por aprobación de cuatro 
(4) años de educación básica secundaria y un (1) año de experiencia laboral y viceversa, o por 
aprobación de cuatro años de educación básica secundaria y CAP de SENA. por  Equivalencia de 
experiencia: No aplica 
 

 
 CONVOCATORIA 1444 de 2020 CONCURSO MODALIDAD ABIERTO- CORPORACIÓN 

AUTÓNOMA REGIONAL DEL CAUCA -CRC- 
Requisitos 
 Estudio: Aprobación de cuatro (4) años de educación básica secundaria 
 Experiencia: Seis (6) meses de experiencia laboral. 
 Alternativa de estudio: formación básica primaria 
 Alternativa de experiencia: Veinticuatro (24) meses de experiencia laboral 
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SEXTO: la Gobernación de Nariño incurre en incongruencia, ya que exige como requisito para el 

cargo de Secretario Diploma Bachiller Curso básico de Informática y actualización en normas 
ICONTEC y OFIMATICA y para el cargo de Secretario Ejecutivo exige un menor requisito ―Estudio: 
Diploma de Bachiller en cualquier modalidad, conocimiento en sistemas debidamente certificado‖, 
siendo este último de mayor grado en la nomenclatura de su manual especifico de funciones. 
 
SECRETARIO Grado 5 
 
 

 
 
 
SECRETARIO EJECUTIVO Grado 7 
 

 
 
SEPTIMO: la Universidad Libre incurre en inobservancia de la Ley, ya que al revisar la 
documentación aportada concluye que no cumplo con curso de actualización en Ofimática, 
obviando los certificados presentados al momento de la inscripción, tales como: Tecnólogo en 
producción de multimedia, desarrollo de habilidades digitales para la gestión de la información, 
manejo intermedio de la herramienta de hojas de cálculo Excel, Técnico Laboral por Competencias 
en Mantenimiento Red – Informática, Seminario de Administración y soporte de redes de cómputo 
y software de nivel IV, Manejo Herramientas Microsoft office 2010, siendo todos ellos relacionados 
con el manejo informático. 
 
Definición de OFIMATICA: 1. Aplicación de la informática a las técnicas y trabajos de oficina. 2. 
Conjunto de materiales y programas informáticos que se aplican al trabajo de oficina. 
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OCTAVO: en fecha 30 de noviembre de 2021 presente reclamación por el resultado mediante 

plataforma SIMO a efectos que sea reconsiderada la decisión mediante la cual me excluyen del 
concurso de méritos, exponiendo todos los argumentos por los cuales el estado debía ser admitida 
y continuar en concurso. 
 
NOVENO: teniendo en cuenta la negativa contenida en la respuesta de fecha 14 de diciembre de 
2021; misma que confirma mi inadmisión a convocatoria por cuanto: ―el aspirante SANDRA 
MILENA CASTRO ACOSTA, NO CUMPLE con los requisitos mínimos exigidos para el Empleo‖ 
aduciendo la falta de acreditación de ―Cursos De Actualización En Normas Icontec Y Ofimática.‖ 
considero vulnerados mis derechos fundamentales a la igualdad, el trabajo y acceso a cargos 
públicos por concurso de méritos, el debido proceso; los principios de transparencia y adecuada 
publicidad del proceso de oferta pública de empleos, a la información veraz, al libre acceso a 
cargos públicos, así como los principios del mérito, libre concurrencia, igualdad en el ingreso, a la 
seguridad jurídica y credibilidad jurídica. 
 

CONCEPTO DE LA VULNERACIÓN 
 

Las premisas que me permiten afirmar que mis derechos fundamentales han sido vulnerados por 
las entidades accionadas se sustentan en: 
 
PRIMERO: Mi postulación es al nivel asistencial y de acuerdo al Decreto Ley 785 de 2005, Articulo 

13.2.5.1. y 13.2.5.2. el requisito máximo para dicho nivel es ―…Diploma de bachiller en cualquier 
modalidad y experiencia‖, además la CNSC en su página oficial publicó el día 9 de septiembre de 
2021 un anuncio en la convocatoria en mención, donde se especifica ―La CNSC informa a las 
personas que se inscriban en la Convocatoria Territorial Nariño, que en la etapa de Verificación de 
Requisitos Mínimos, cuando se identifiquen situaciones en las que el Manual Específico de 
Funciones y Competencias Laborales de las entidades participantes excedan los requisitos de 
Ley, se dará aplicación a la norma superior, en cumplimiento del parágrafo No. 1 del artículo 8º de 
los Acuerdos de Convocatoria que establece lo siguiente: PARÁGRAFO 1. La OPEC que forma 
parte integral del presente Acuerdo fue registrada en SIMO y certificada por la entidad y es de su 
responsabilidad exclusiva, así como el MEFCL que dicha entidad envío a la CNSC, con base en el 
cual se realiza este proceso de selección, según los detalles expuestos en la parte considerativa 
de este Acuerdo. Las consecuencias derivadas de la inexactitud, inconsistencia, no 
correspondencia con las normas que apliquen, equivocación, omisión y/o falsedad de la 
información del MEFCL y/o de la OPEC reportada por la aludida entidad, así como de las 
modificaciones que realice a esta información una vez iniciada la Etapa de Inscripciones, serán de 
su exclusiva responsabilidad, por lo que la CNSC queda exenta de cualquier clase de 
responsabilidad frente a terceros por tal información. En caso de existir diferencias entre la OPEC 
registrada en SIMO por la entidad y el referido MEFCL, prevalecerá este último. Así mismo, en 
caso de presentarse diferencias entre dicho MEFCL y la ley, prevalecerán las disposiciones 
contenidas en la norma superior”. (Anexo 1), es por esto que el resultado obtenido en mi caso 

es contrario a lo expuesto por la CNSC y claramente existe inobservancia de la Ley, tanto por la 
entidad ofertante de la vacante como de la Universidad contratada para adelantar el proceso. 
 
SEGUNDO: El Decreto 785 de 2005, articulo 4 refiere la naturaleza general de las funciones, 

donde claramente se establece que el Nivel Asistencial. Comprende los empleos cuyas funciones 
implican el ejercicio de actividades de apoyo y complementarias de las tareas propias de los 
niveles superiores o de labores que se caracterizan por el predominio de actividades manuales o 
tareas de simple ejecución. 
 
En dicho sentido, contrario a lo que manifiesta la entidad en la respuesta a la petición que radiqué, 
lo cierto es que el Decreto 785 de 2005 si contiene una prohibición de especificidad en cuanto a 
los cargos asistenciales o de labores de apoyo o complementarias como en este caso, el curso de 
Ofimática y actualización en ICONTEC que se relaciona en la convocatoria. 
 
TERCERO: es pertinente resaltar algunas conclusiones: 1. La entidad Gobernación de Nariño 

incluye un requisito por encima de los máximos permitidos en el Decreto Ley 785 de 2005 para el 
empleo que oferto bajo en número de OPEC 160272. 2. El cargo de Secretario no debe exigir una 
formación específica adicional de lo contemplado en la Ley. 3. La Gobernación de Nariño no 
puede exigir un requisito mayor para el cargo de secretario que para el cargo de Secretario 
ejecutivo, que para el caso de este último es ―bachiller en cualquier modalidad y conocimiento en 
sistemas debidamente certificado‖, pues es claro que el cargo de secretario ejecutivo exige 
mayores habilidades y responsabilidades, por ende, un mayor grado y requisitos. 4. Los 
certificados aportados al momento de la inscripción comprueban la capacidad para manejo de 
textos aplicando normas en los mismos y conocimientos en calidad e informática, los cuales 
permiten acreditar cabalmente el cumplimiento de lo requerido en cuanto a competencias para el 
desempeño del cargo como secretario. 5. La Universidad Libre al momento de realizar revisión de 
requisitos mínimos no tiene en cuenta el comunicado oficial de la CNSC respecto de los requisitos 
máximos contemplados en la Ley. 



9 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO Y  
JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL RELACIONADA 

 

Se fundamenta esta acción de tutela en los derechos mencionados y los principios de solidaridad, 
igualdad y continuidad contenidos en la Constitución Política colombiana vigente y en específico: 
 
RESPECTO AL DERECHO A LA IGUALDAD.  

 
El artículo 13 de la Constitución Política regula dos dimensiones del derecho a la igualdad: (i) La 
formal o ante la ley, que se fundamenta en que todas las personas nacen libres e iguales ante la 
ley, y por ende deben recibir la misma protección y trato de las autoridades, y gozar de los mismos 
derechos, libertades y oportunidades sin ninguna clase de discriminación; y la (ii) material o de 
trato, según la cual el Estado debe adoptar medidas positivas para superar las desigualdades de 
grupos que históricamente han sido discriminados, y de aquellas personas que se encuentran en 
una situación de debilidad manifiesta. Con el objetivo de determinar cuándo existe una vulneración 
del derecho a la igualdad, bien sea en su modalidad formal o material, es necesario precisar si 
ante situaciones iguales se está otorgando un trato diferente, sin justificación alguna, o por el 
contrario, si a personas o circunstancias distintas se les brinda un trato igual.  
 
Sobre el derecho a Ia igualdad en el sistema de carrera administrativa la Corte Constitucional en la 
Sentencia C-319 de 2010 ha señalado:  
"Para esta Corporación, ese sistema es una manifestación del principio de igualdad de 
oportunidades contenido en los artículos 13 y 125 Ia Carta Política, en tanto la selección del 
personal para el servicio público debe estar orientado para: (1) garantizar un tratamiento igualitario 
para todos los ciudadanos que deseen aspirar a ocupar un cargo público, sin distingo alguno por 
motivos de genera, raza, condición social, creencia religiosa o militancia política; y (ii) contemplar 
medidas positivas frente a grupos sociales vulnerables o históricamente discriminados en términos 
de acceso a cargos estatales.  
Resulta vulneratorio del principio de igualdad de oportunidades cualquier práctica que discrimine a 
los aspirantes a un empleo público en razón de su raza, sexo, convicciones religiosas o políticas. 
Asimismo, es contrario al mencionado principio toda conducta que sin justificación alguna rompa el 
equilibrio entre los participantes de un concurso. De igual manera, resultan inconstitucionales por 
desconocer el principio de igualdad de oportunidades, aquellos concursos públicos que carezcan 
de medidas efectivas para garantizar condiciones más favorables a personas pertenecientes a 
ciertas poblaciones cuyas posibilidades de acceso al empleo público haya sido tradicionalmente 
negado."  
El derecho a la igualdad en el presente caso se vulnera en el momento en que Universidad Libre 
no tiene un trato igualitario para acceder a empleos de carrera por medio de la meritocracia, en el 
entendido de que, si bien es cierto las certificaciones de estudio no dice exactamente curso en 
ofimática, se sustenta amplia y suficientemente los conocimientos en informática, lo cual guarda 
íntima relación con el contenido requerido.  
 
RESPECTO AL DERECHO AL TRABAJO  

 
La interpretación constitucional recae sobre un objeto de mayor complejidad el derecho al trabajo 
como uno de los valores esenciales de nuestra organización política, fundamento del Estado social 
de derecho, reconocido como derecho fundamental que debe ser protegido en todas sus 
modalidades y asegurar el derecho de toda persona al desempeño en condiciones dignas y justas, 
así como los principios mínimos fundamentales a los que debe sujetarse el legislador en su 
desarrollo y la obligación del Estado del desarrollo de políticas de empleo hacen del derecho al 
trabajo un derecho de central importancia para el respeto de la condición humana y cumplimiento 
del fin de las instituciones. La interpretación que surge de la dimensión constitucional descrita no 
persigue la solución de un conflicto o diferencia entre el trabajador y el empresario para hallar la 
solución correcta sino pretende, la definición de campos de posibilidades para resolver 
controversias entre derechos o principios fundamentales. La protección del derecho al trabajo 
desde la interpretación constitucional tiene el propósito de optimizar un mandato en las más altas 
condiciones de racionalidad y proporcionalidad sin convertirlo en el derecho frente al cual los 
demás deben ceder.  
 
SOBRE EL DERECHO AL DEBIDO PROCESO.  

 
Este es una institución importantísima dentro del derecho moderno, ya que contiene las garantías 
necesarias para el derecho procesal. Se trata de un derecho fundamental reconocido en el 
derecho colombiano y en la mayoría de constituciones modernas.  
En la Constitución el artículo 29 enuncia la institución del debido proceso que reza dentro de sus 
líneas lo siguiente:  
El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. Nadie podrá 
ser juzgado sino conforme a las leyes preexistentes al acto que se le imputa. El derecho a obtener 
acceso a la justicia. Derecho a la independencia del Juez. Derecho a la igualdad entre las partes 
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intervinientes en el proceso. Derecho a un Juez imparcial. Derecho a un Juez predeterminado por 
la ley. La favorabilidad en la pena. Derecho a la defensa. Derecho a presentar pruebas.  
El debido proceso además es considerado un principio jurídico procesal según el cual toda 
persona tiene derecho a ciertas garantías mínimas, tendientes a asegurar un resultado justo y 
equitativo dentro del proceso, y a permitirle tener oportunidad de ser oído y hacer valer sus 
pretensiones frente al juez.  
 
De esta forma, el Debido Proceso es el pilar fundamental del Derecho Procesal y se expresa en la 
exigencia de unos procedimientos en los que debe respetarse un marco normativo mínimo en pro 
de la búsqueda de justicia social.  
 
El derecho al debido proceso entraña el servicio del Estado a través de su administración, 
remitiendo adicionalmente al artículo 229 de la misma Carta Política donde describe que cuando 
un funcionario omite o extralimita sus poderes dentro de un trámite administrativo, no sólo 
quebranta los elementos esenciales del proceso, sino que igualmente comporta una vulneración 
del derecho de acceso a la administración de justicia, del cual son titulares todas las personas 
naturales y jurídicas, que en calidad de administrados.  
 
Es importante que se respete el procedimiento requerido para la aplicación del acto administrativo, 
permitiendo un equilibrio en las relaciones que se establecen entre la administración y los 
particulares, en aras de garantizar decisiones de conformidad con el ordenamiento jurídico por 
parte de la administración.  
 
El debido proceso debe velar por un procedimiento en el que se dé continuamente el derecho de 
defensa y de contradicción de todas aquellas personas que puedan resultar afectadas con la 
decisión administrativa De esta forma, el debido proceso en materia administrativa busca en su 
realización obtener una actuación administrativa justa sin lesionar a determinado particular.  
 
Se busca también un equilibrio permanente en las relaciones surgidas del proceso y procedimiento 
administrativo, frente al derecho substancial y a los derechos fundamentales de las personas y la 
comunidad en general.  
 
Es así como la reiterada jurisprudencia trata sobre el tema: "La garantía del debido proceso, 
plasmada en la Constitución colombiana como derecho fundamental de aplicación inmediata 
(artículo 85) y consignada, entre otras, en la Declaración Universal de Derechos Humanos de 
1948 (artículos 10 y 11), en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre 
proclamada el mismo año (artículo XXVI) y en la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos (Pacto de San José de Costa Rica, 1969, Artículos 8 y 9), no consiste solamente en las 
posibilidades de defensa o en la oportunidad para interponer recursos, como parece entenderlo el 
juzgado de primera instancia, sino que exige, además, como lo expresa el artículo 29 de la Carta, 
el ajuste a las normas preexistentes al acto que se imputa; la competencia de la autoridad judicial 
o administrativa que orienta el proceso; la aplicación del principio de favorabilidad en materia 
penal; el derecho a una resolución que defina las cuestiones jurídicas planteadas sin dilaciones 
injustificadas; la ocasión de presentar pruebas y de controvertir las que se alleguen en contra y, 
desde luego, la plena observancia de las formas propias de cada proceso según sus 
características"  
 
"El derecho al debido proceso es el conjunto de garantías que buscan asegurar a los interesados 
que han acudido a la administración pública o ante los jueces, una recta y cumplida decisión sobre 
sus derechos. El incumplimiento de las normas legales que rigen cada proceso administrativo o 
judicial genera una violación y un desconocimiento del mismo." (C-339 de 1996).  
 
"El debido proceso constituye una garantía infranqueable para todo acto en el que se pretenda - 
legítimamente- imponer sanciones, cargas o castigos. Constituye un límite al abuso del poder de 
sancionar y con mayor razón, se considera un principio rector de la actuación administrativa del 
Estado y no sólo una obligación exigida a los juicios criminales.‖  
 
"El debido proceso comprende un conjunto de principios, tales como el de legalidad, el del juez 
natural, el de favorabilidad en materia penal, el de presunción de inocencia y el derecho de 
defensa, los cuales constituyen verdaderos derechos fundamentales". "El debido proceso 
constituye un derecho fundamental de obligatorio cumplimiento para las actuaciones tanto 
judiciales como administrativas, para la defensa de los derechos de los ciudadanos, razón por la 
cual deben ser respetadas las formas propias del respectivo proceso. Lo anterior garantiza la 
transparencia de las actuaciones de las autoridades públicas y el agotamiento de las etapas 
previamente determinadas por el ordenamiento jurídico. Por ello los ciudadanos sin distinción 
alguna, deben gozar del máximo de garantías jurídicas en relación con las actuaciones 
administrativas y judiciales encaminadas a la observancia del debido proceso." (T- 078 de 1998).  
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"La importancia del debido proceso se liga a la búsqueda del orden justo. No es solamente poner 
en movimiento mecánico las reglas de procedimiento y así lo insinuó Lhering. Con este método se 
estaría dentro del proceso legal pero lo protegible mediante tutela es más que eso, es el proceso 
justo, para lo cual hay que respetar los principios procesales de publicidad, inmediatez, libre 
apreciación de la prueba, y, lo más importante: el derecho mismo. El debido proceso que se 
ampara con la tutela está ligado a las normas básicas constitucionales tendientes al orden justo 
(para ello nada más necesario que el respeto a los derechos fundamentales); ello implica asegurar 
que los poderes públicos constituidos sujeten sus actos (sentencias, actos administrativos) no 
solamente a las normas orgánicas constitucionales sino a los valores, principios y derechos y este 
sería el objeto de la jurisdicción constitucional en tratándose de la tutela". (T- 280 de 1998). 
 
En cuanto al derecho fundamental del debido proceso en concurso de méritos la Corte 
Constitucional se ha pronunciado en I sentencia T — 604 de 2013, en la cual expuso:  
"CONCURSO DE MERITOS-Potestad del juez de tutela cuando evidencia irregularidades y 
vulneración del debido proceso en el trámite del concurso  
Una de las consecuencias que tiene la consagración expresa del debido proceso como un derecho 
de rango fundamental, es que todas las personas pueden acudir a la acción de tutela con el fin de 
quo el juez constitucional conozca de la presunta vulneración, y de ser necesario ordene las 
medidas necesarias pare garantizar su protección inmediata. El deber de protección de los 
derechos fundamentales exige al operador judicial tener al momento de fallar una acción de 
amparo una serie de medidas tendientes a lograr que la protección sea efectiva. Entre las 
prevenciones que debe adoptar el juez de tutela cuando evidencia la transgresión de una garantía 
constitucional, está la de dictar una sentencia en la cual restablezca el derecho y se dispongan 
una serie de órdenes que garanticen el cumplimiento de las decisiones adoptadas. Este tribunal ha 
aclarado que las órdenes que puede impartir un juez de tutela pueden ser de diverso tipo, ya que 
la decisión a adoptar tiene que ser suficiente y razonable para lograr que la situación de 
vulneración cese.‖ 

 
SOLICITUD DE MEDIDA PROVISIONAL 

 
 

El Decreto 2591 de 1991, por el cual se reglamenta la acción de tutela, establece que el juez 
constitucional, cuando lo considere necesario y urgente para proteger un derecho amenazado o 
vulnerado ―suspenderá la aplicación del acto concreto que lo amenace o vulnere‖.  
 
En efecto, el artículo 7° de esta normatividad señala: ―ARTICULO 7o. MEDIDAS 
PROVISIONALES PARA PROTEGER UN DERECHO. Desde la presentación de la solicitud, 
cuando el juez expresamente lo considere necesario y urgente para proteger el derecho, 
suspenderá la aplicación del acto concreto que lo amenace o vulnere. Sin embargo, a petición de 
parte o de oficio, se podrá disponer la ejecución o la continuidad de la ejecución, para evitar 
perjuicios ciertos e inminentes al interés público. En todo caso el juez podrá ordenar lo que 
considere procedente para proteger los derechos y no hacer ilusorio el efecto de un eventual fallo 
a favor del solicitante. La suspensión de la aplicación se notificará inmediatamente a aquél contra 
quien se hubiere hecho la solicitud por el medio más expedito posible. El juez también podrá, de 
oficio o a petición de parte, dictar cualquier medida de conservación o seguridad encaminada a 
proteger el derecho o a evitar que se produzcan otros daños como consecuencia de los hechos 
realizados, todo de conformidad con las circunstancias del caso. El juez podrá, de oficio o a 
petición de parte, por resolución debidamente fundada, hacer cesar en cualquier momento la 
autorización de ejecución o las otras medidas cautelares que hubiere dictado‖.  
 
La medida provisional de suspensión de un acto concreto que presuntamente amenaza o vulnera 
un derecho fundamental, pretende evitar que la amenaza al derecho se convierta en violación o 
que la violación del derecho produzca un daño más gravoso que haga que el fallo de tutela 
carezca de eficacia en caso de ser amparable el derecho. Como su nombre lo indica, la medida es 
provisional mientras se emite el fallo de tutela, lo cual significa que la medida es independiente de 
la decisión final.  
 
El juez de tutela podrá adoptar la medida provisional que considere pertinente para proteger el 
derecho, cuando expresamente lo considere necesario y urgente. Esta es una decisión 
discrecional que debe ser ―razonada, sopesada y proporcionada a la situación planteada‖ Como 
en este caso las solicitudes de medidas cautelares versan sobre acciones.  
 
Siendo ello así, en consecuencia, con el precepto constitucional transcrito y con la finalidad de 
encarar una real y efectiva protección Constitucional frente a los graves hechos planteados, 
solicito muy respetuosamente solicito ordenar como medida provisional la revisión o revaloración 
de mi reclamación para la actual convocatoria Territorial Nariño 2020; hasta tanto se surta el 
análisis constitucional de las causas expuestas, a fin de evitar un perjuicio irremediable y 
salvaguardar mis Derechos Constitucionales invocados a lo largo de la presente acción 
constitucional. 
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PRETENSIONES: 
 

PRIMERO. - Tutelar el AMPARO a los derechos fundamentales a la Igualdad, el Trabajo y el 

Debido Proceso, transparencia y adecuada publicidad del proceso de oferta pública de empleos, a 
la información veraz, al libre acceso a cargos públicos, así como los principios del mérito, libre 
concurrencia, igualdad en el ingreso, a la seguridad jurídica y credibilidad jurídica. 
 
SEGUNDO: Se ORDENE a la COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL – CNSC Y A LA 
UNIVERSIDAD LIBRE, como entidades involucradas, que realice un análisis de fondo con relación 
a la reclamación interpuesta, en la que no se dé como contestación salidas falsas, superfluas, 
vacías y sin fundamento, como las proporcionadas en la respuesta suministrada que pretendo hoy 
sea objeto de revisión por ser una decisión contraria a la Constitución y a la Ley, que desconoce 
los principios propios de una Convocatoria o Concurso de méritos; protegiéndoseme de esta forma 
los derechos fundamentales invocados, como lo son los derechos a la Igualdad, el Trabajo y el 
Debido Proceso, transparencia y adecuada publicidad del proceso de oferta pública de empleos, a 
la información veraz, el libre acceso a cargos públicos, así como los principios del mérito, libre 
concurrencia, igualdad en el ingreso, entre otros. 
 
TERCERO: Se ORDENE a la COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL – CNSC Y A LA 

UNIVERSIDAD LIBRE, la admisión y continuidad en la convocatoria  Territorial Nariño - 
Gobernación de Nariño - Concurso Abierto para el cargo de nivel asistencial -  Secretario- Código 
440 – Grado 5 -  Opec 160272, con apego al espirito de norma. 
 
 
CUARTO: las que su Señoría estime convenientes a efectos de tutelar mis derechos 

fundamentales. 
 
 
                                      PRUEBAS Y ANEXOS 

 
• Copia de Cédula de ciudadanía 
• Copia Simple de la petición presentada 
• Copia simple de la respuesta 
• Anexos de certificados de educación cargados a SIMO. 
• Certificado de inscripción de SIMO a la OPEC 160272. 
• Certificado de contenido programático del programa de Técnico en mantenimiento red- 
Informática 
 
 
                             MANIFESTACIÓN BAJO JURAMENTO 

 
Bajo la gravedad del juramento manifiesto, que no he interpuesto Acción de Tutela ante ninguna 
otra autoridad, por los mismos hechos y derecho de esta acción. 
 

                                    
                               NOTIFICACIONES 

 
ACCIONANTE: A la suscrita Manzana I casa 17 Villa de los Ríos I Tel- 3146114242, E-MAIL: 
39896.ipk@gmail.com   
 
ACCIONADA: 
 • COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL: notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co 
 • UNIVERSIDAD LIBRE DE COLOMBIA: notificacionesjudiciales@unilibre.edu.co 

 
 

 
ANEXOS 

 
1. Las enunciadas en el acápite de pruebas. 
 

     Atentamente, 
 

 
 

SANDRA MILENA CASTRO ACOSTA  
Cédula de Ciudadanía No 27456505 expedida en Santacruz (Guachavés) (N) 
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